Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 4 minutos.) 
-La Comisión de Constitución y Legislación del Senado tiene el honor de recibir a la Asociación de Magistrados del Uruguay. 


Ustedes conocen el motivo de esta concurrencia, que consiste en saber la opinión de los Magistrados con respecto al proyecto de 
ley cuyo texto se les hizo llegar con anticipación. En estas reuniones la Comisión se ilustra con la opinión de los visitantes y luego 
realiza preguntas, si así lo entiende necesario; por lo tanto, no se trata de sesiones donde se debate. 


SEÑOR BORGES.- Agradecemos a la Comisión el recibimiento y que nos hayan concedido esta entrevista. 


Como Presidente de la Asociación de Magistrados del Uruguay, voy a hablar apenas dos minutos a los efectos de presentar a mis 
compañeras, que son Juezas de Familia e integran una Comisión de estudio de este proyecto de ley sobre violencia doméstica. Es 
obvio que es un tema que les atañe y, por ello se han abocado más particularmente a su análisis. 


Hemos pedido esta reunión para dar nuestra opinión sobre este proyecto de ley en el entendido de que nuestros conceptos como 
Magistrados podían ser útiles, en la medida en que seremos quienes tendremos que aplicar esta ley, sobre todo en los Juzgados de 
Familia que, justamente, es la materia implicada en este proyecto de ley. 


SEÑORA PEREZ AZZIZ.- Estamos aquí en una doble condición: como integrantes de la Comisión Directiva de la Asociación de 
Magistrados del Uruguay y como Juezas de Familia. 


Nos complace muchísimo que nuestros Legisladores se ocupen de este grave tema que es la violencia doméstica, pero tememos 
que este proyecto de ley haya creado una expectativa que seguramente, en los hechos, se frustrará, ya que los Jueces no 
podremos hacer mucho más de lo que actualmente hacemos. 


SEÑORA DÍAZ.- Personalmente quiero agradecer la posibilidad de participar en este tema. Como decía la doctora Pérez Azziz, 
vemos con mucho beneplácito que exista una ley de violencia doméstica, porque este hecho lo vemos a diario en nuestros 
Tribunales. Sin embargo, entendemos que por la difusión que ha tenido este proyecto de ley se crean ciertas expectativas que no 
van a ser colmadas por distintas razones. 


En el memorándum que entregamos a la Comisión hicimos referencia a dos clases de puntos: sustanciales y procesales. Los 
primeros son de política legislativa, por lo que está en la órbita del Parlamento decidir, ya que es donde se elaboran las normas. 
Ejemplo de esto es la definición. A esos efectos, en el memorándum agregamos definiciones de la violencia doméstica de otros 
países. Entendemos que es muy amplia la definición y que ella puede incluir cualquier relación, ya que se remite a la familia, a la 
cohabitación o a las relaciones de pareja. Por consiguiente, podría caer dentro de la norma, por ejemplo, el caso de dos 
estudiantes o amigos que están viviendo juntos y que uno le quita dinero al otro. Por esta razón, creemos que el proyecto de ley es 
demasiado amplio y habría que acotarlo, por ejemplo, definiendo qué casos abarca, si se da en la cohabitación o cuando hay una 
relación afectiva. 


Por otra parte, otro punto que nos parece demasiado amplio es la definición de la violencia patrimonial, ya que habla de "toda 
violencia patrimonial". Creemos que no toda violencia patrimonial es violencia doméstica. Indudablemente se van a poner juego 
hasta normas del Código Civil. Si los señores Senadores recuerdan, según el artículo 2002, cuando hay ocultación de bienes no 
necesariamente existe violencia doméstica. Según las legislaciones que hemos tenido a la vista lo correcto sería sacarle el "toda" y 
ver si esa violencia patrimonial se adecua o no a lo que es violencia doméstica. 


En lo relativo al orden procesal quisiera comenzar por la forma de interpretación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Según interpreto de la referencia que se hacía con respecto a la necesidad de acotar la definición de 
violencia doméstica, debe haber una relación de cohabitación o afectiva, y que no sea tan amplia como para incluir el caso de dos 
estudiantes que vivan juntos. 


Í ice: i ¡ i sti ió isió i i i jercici 

El artículo 2* dice: "Constituye violencia doméstica toda acción u omisión que por cualquier medio menoscabe el libre ejercicio o 
goce de los derechos humanos de una persona, causada por otra con la cual tenga o haya tenido una relación afectiva, de 
parentesco o de cohabitación." 


SEÑORA DIAZ.- Es una definición nada más. La cohabitación es afectiva. En el caso de los amigos hay una relación afectiva; y 
cuando se trata de parentesco no existen problemas. 


La legislación de Puerto Rico define qué se entiende por cohabitar, y dice qué significa sostener una relación consensual similar a 
la de cónyuges. El mismo concepto figura en las leyes de Costa Rica y de Chile. No hemos agotado los ejemplos, pero sí hemos 
señalado algunos para demostrar que cohabitar puede interpretarse como el caso de dos personas que habitan bajo un mismo 
techo. Sin embargo, considero que la ley hace referencia a cohabitar en el plano afectivo, como puede ser el caso de padres, hijos, 
parejas, es decir, algo más limitado que la situación de dos amigos o dos amigas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, lo que se está sosteniendo es que las expresiones "relación afectiva, de parentesco o de 
cohabitación" serían útiles siempre que se definieran. 


SEÑORA DIAZ.- Exactamente, señor Presidente. Reitero que se trata sólo de una definición. 


Con respecto al artículo 4% del proyecto de ley, que refiere a "Interpretación e integración de la norma" —en esta mesa hay eximios 
Profesores Grado 5, así que no tengo que explayarme mucho en explicar el tema- debo informar que estos convenios ya están en 
nuestro Derecho Positivo. Generalmente, cuando se establece una ley especial por algún motivo es porque quiere decir algo. 
Entonces, la pregunta sería por qué dijo esto y no lo otro, o por qué no refiere a la Constitución. 


Los derechos de la personalidad se comenzaron a aplicar por la doctrina, a través de la Constitución. Todos sabemos que de la 
Constitución podemos extraer muchas cosas, y por ello nos parece que lo que aquí se establece puede ser limitante. Inclusive, en 
alguna versión escuchamos que el objetivo era que lo aplicáramos, pero no creemos que esto sea así porque se establezca en una 
ley. Además, no nos parece la forma adecuada. Es más; conceptos de la Convención sobre Derechos del Niño fueron aplicados por 
los Jueces de Familia aun antes de haberse aprobado por el Uruguay, ya que se los tomaba como la doctrina más recibida. 


Por otro lado, en cuanto al tema de la competencia, vemos que ésta se concede a los Jueces de Familia, para lo cual, según el 
artículo 6%, se establecen turnos. Entonces planteamos, por ejemplo, el caso de un Juzgado del interior que tenga dos turnos, es 
decir que además de Familia, tiene Laboral, Comercial o Civil. Debemos tener en cuenta que para poder manejar la agenda se 
dejan libres los días de turno, por lo que se suspenden todas las audiencias. Como consecuencia, los divorcios, la investigación de 
paternidad y las cuestiones laborales y comerciales no se van a tratar. A su vez, la misma ley establece que a los diez días se 
deberá volver a controlar, lo que generaría un atraso de todos los Juzgados. Además, no van a poder producirse los informes para 
el control porque el DAS, actualmente, en materia de informes urgentes requiere un mes, por lo que resulta imposible hacer lo 
indicado por la ley en diez días. 


Otro de los problemas que existe es que el proyecto habla de una medida cautelar, que incluso se constituye en la "vedette". Lo que 
nosotros decimos es que la medida cautelar ya está dispuesta y, por supuesto, la aplicamos. Lo que se menciona en el numeral 1) 
del artículo 11 es lo que se llama, en los Juzgados de Familia, la exclusión del hogar. Esto se aplica tanto para familias naturales 
como legítimas, por lo que no se agrega nada a lo que ya se está aplicando. Además, se agrega que en el procedimiento cautelar, 
cuando no se presenta a los treinta días, queda sin efecto la medida. Aquí se establece que eso no sería aplicable, pero estas 
normas cautelares son autosatisfactivas; nosotros nunca reintegramos a alguien que sea echado del hogar, y tampoco se le ocurre 
al involucrado pedir que lo reintegremos. Además, como dije, esto se aplica tanto a la familia legítima como a la natural. 


En cuanto a la obligación alimentaria, puedo decir que ya se da actualmente por medidas cautelares que son provisionales, y a 
cualquiera que pide una pensión alimenticia, en la primera providencia ya se dispone ésta. Por tanto, no se innova en este aspecto. 
Se fija una pensión alimenticia para los niños y luego, en la sentencia, se resuelve si ella será mayor o menor. De todas maneras, 
insisto, ella se establece desde el principio. El problema que nosotros vemos, y donde sí advertimos la violencia doméstica, no es 
en cuanto a fijar la pensión, porque ya lo hacemos hacia los niños, las mujeres o a quien correspondiere y como medida cautelar, 
sino en el hecho de que no se cobran los alimentos. Esto sucede porque si el padre o el alimentante no cuenta con ingresos fijos, 
no se puede hacer una retención. En definitiva, cuando se puede retener la pensión no hay inconveniente, pero cuando ésta no se 
puede hacer efectiva, se puede realizar un juicio ejecutivo y utilizar la vía del apremio concluyendo, simplemente, en sentencia. 
Repito, el problema no está en fijar obligaciones alimentarias, sino en hacerlas efectivas. Precisamente, cuando asistimos a la 
Comisión de la Cámara de Representantes, dijimos que hay un proyecto de registro que se podría considerar como una propuesta 
más. 


Otro punto que hay que tener en cuenta es el relativo a las armas. Se dice que ellas se dejan en nuestras sedes pero, en realidad, 
muchas veces ni siquiera dejamos los expedientes porque no contamos con la seguridad necesaria; incluso, tampoco se dejan 
armas en los Juzgados Penales. 


El otro problema que existe es el de la prevención. El Juzgado de Familia, por ejemplo, tiene prevención. ¿Cómo hace para 
prevenir determinados hechos? Si alguien está tramitando el divorcio y hay un problema con relación a las visitas y las pensiones 
alimenticias, ¿el Juez que hizo la prevención toma el turno? En realidad, no se toma en cuenta lo relativo a la prevención que ya 
existe en el derecho de familia. 


También se modifica el Código General del Proceso, porque se establece que las medidas cautelares, cuando son dictadas por ese 
Juez, sin la presencia de la contraparte —es decir, contra quien están dictadas- podrán ser apeladas. El Juez se pronuncia, a pesar 
de que es muy difícil hacerlo sin escuchar a las dos partes. Si a la persona contra la cual se aplicaron las medidas no está de 
acuerdo con ellas, debe tramitar un incidente y luego, quizás —digo quizás porque esto no está muy bien resuelto- esto vaya a la 
apelación. Me parece que es más garantista la apelación, porque es otro Tribunal el que lo va a ver. A lo mejor, el Juez que tomó la 
primera medida puede resistirse a cambiar el fallo; si tomó una decisión por algo lo hizo. Considero que el doble examen del doble 
Tribunal es muy bueno. 


Como sabrán los señores Senadores, somos Jueces Civiles y debemos atender casos de esta índole. En este proyecto, vemos que 
se plantea mucho el tema del careo, cuando en el Derecho Civil no existe este acto, ya que no careamos al actor y al demandado; 
eso se realiza en la Justicia Penal. Nosotros podemos interrogar a la parte, pero no se produce el careo porque, reitero, eso 
pertenece a los Jueces Penales. En definitiva, el careo nunca se va a producir porque no existe como tal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber si usted está afirmando que este proyecto prevé la posibilidad del careo. Ahora bien; 
¿considera que el careo es malo fuera del Derecho Penal? 


SEÑORA PEREZ AZZIZ.- En realidad, este proyecto prohíbe el careo, confundiendo el procedimiento penal con el civil. Como dijo 
la doctora Díaz Sierra, en el procedimiento civil no existe el careo. Estamos hablando de un procedimiento que se va a aplicar en la 
Sede Civil y, por tanto, incluir la prohibición de hacer careos dentro de dicho ámbito es totalmente inocuo porque, como dije, no 
existe el careo civil, aunque sí el penal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, la prohibición que se establece está de más. 


SEÑORA DIAZ .- Lo que generalmente se plantea en Sede de Familia como violencia doméstica son la pensión alimenticia y las 
visitas. El problema radica cuando no se puede cobrar la pensión alimenticia. Nosotros la podemos fijar, tal como lo hacemos, pero 
en definitiva no se cobra. Por otra parte, lo que sucede con las visitas es que éstas no se realizan en la medida en que no tenemos 
forma de efectivizarlas. En el único lugar que podemos controlarlas es en el DAS, que cuenta con el mismo horario de las oficinas 


judiciales. Basta con que la madre o el padre tenedor pongan al niño en el mismo horario de las oficinas, para que el niño no vea 
más al otro padre. De esta manera, tampoco se pueden concretar los programas que se hacen para sábados y domingos. Creo que 
estos son los grandes problemas. 


En cuanto a la legitimación, habíamos hecho determinadas sugerencias. En el Código General del Proceso existe la posibilidad de 
que el Juez de oficio llame a terceras personas cuando hay fraude. Precisamente, solicitábamos que se pudiera llamar a terceras 
personas si advertíamos que la violencia partía de una tercera persona que no era la madre ni el padre, sino alguno de los abuelos, 
que son quienes realmente inciden en el problema. Sin embargo, como nosotros aplicamos el principio dispositivo, sólo contamos 
con quien se presentó y quién contestó, pero no podemos llamar a terceras personas. 


El otro inconveniente que quería comentar es que se le da competencia de urgencia a los Jueces de Paz y se establece que 
deberán pasar las actuaciones a partir de cuarenta y ocho horas de dictada la resolución al Juez Letrado. A su vez, en un problema 
de violencia doméstica puede intervenir un Juez Penal, porque a nosotros no nos competen ese tipo de delitos. En definitiva, 
pueden intervenir hasta tres Jueces: el de Paz, el que tenga competencia de Familia y el Penal. Ahora bien, constitucionalmente el 
Juez Penal tiene cuarenta y ocho horas desde la detención para procesar, por lo que hay una discordancia, y puede llegar a 
vencerse el plazo del que dispone el Juez Penal si se demoran las actuaciones en la Sede Civil. 


SEÑORA PEREZ AZZIZ.- No es que se demore el Juez de Paz, sino que simplemente se toma el plazo que la ley le dio para 
diligenciar las medidas y tomar las declaraciones. Repito que no se le está venciendo el plazo, sino que se toma el tiempo que le 
corresponde, y cuando lo eleva al Juez Penal, a éste sí ya se le venció porque así lo establece la Constitución. Habría, entonces, 
una sobreposición de términos. 


SEÑORA DIAZ.- Queremos aclarar que nosotros no intervenimos en el proyecto, ya que nos enteramos casualmente de su 
existencia dos días antes de que se aprobara en la Cámara de Representantes. La Diputada Tourné tuvo la deferencia de 
recibirnos y nos presentó a la Comisión, pero fue muy poco lo que pudimos aportar. 


SEÑOR GALLINAL.- Quisiera saber cuáles son los instrumentos que ustedes valoran como positivos en este proyecto de ley. 
Hasta ahora nos han dicho cuáles son los elementos negativos, muchos de los cuales ya han sido tratados en la Comisión. Dada la 
experiencia que tienen, sobre todo como Jueces de Familia, ¿cuáles son los elementos positivos que les darían una mayor 
posibilidad de acción en todo lo que tiene que ver con violencia doméstica? 


SEÑORA DIAZ.- Una buena medida es que se puede enviar a una persona adulta a rehabilitar y también se puede pedir la 
asistencia de las víctimas. Tradicionalmente, el problema de la violencia doméstica es un círculo vicioso entre el agresor y el 
agredido, por lo que ambos deben recibir apoyo. Nosotros, como Jueces Civiles, no podemos imponer medidas de ese tipo si no 
hay ley que lo autorice. A veces lo hacemos con la autorización de las partes, pero si alguna de ellas no lo permite, no lo podemos 
hacer. Además, me parece bien que se defina la violencia doméstica y que se reconozca. No es que estemos en contra, pero el 
problema es que las normas ya existen. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de la Comisión agradecemos a la Asociación de Magistrados su comparecencia y la 
información brindada. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Magistrados del Uruguay) 


(Ingresa a Sala la delegación de la Asociación de Magistrados del Ministerio Público y Fiscal del Uruguay) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Constitución y Legislación del Senado tiene el gusto de recibir a los representantes de la 
Asociación de Magistrados del Ministerio Público y Fiscal del Uruguay a fin de que nos ilustren sobre el contenido de un proyecto 
de ley que les fue enviado con anterioridad. 


Aunque es un valor entendido, siempre reiteramos que se trata de sesiones en las cuales la Comisión recibe información para estar 
mejor ilustrada al respecto, pero no se trata de comparecencias que originen debates sobre ningún punto. 


SEÑORA GUIANZE.- Soy la Presidenta de la Asociación de Fiscales y en este momento Fiscal en lo Penal, aunque también he 
transitado por Fiscalías del interior y Fiscalías en lo Civil de Montevideo. Por lo tanto, tengo experiencia en las dos materias. 


Antes que nada, queremos agradecer a la Comisión por recibirnos en esta etapa del tratamiento del proyecto de ley, aunque como 
ya señalamos en el memorándum que entregamos a los señores Senadores, tuvimos muy poco tiempo para estudiarlo porque 
recién tomamos conocimiento de su texto después de ser aprobado por la Cámara de Representantes. Sin embargo, hemos 
realizado algunas observaciones primarias, sobre todo en función de lo que recibimos de los socios y de los intercambios de ideas 
que mantuvimos a nivel de Directiva. 


Compartiendo los conceptos que ya habíamos manejado con los colegas de la Asociación de Magistrados del Uruguay, nos 
permitimos opinar que la definición de este artículo 2” puede revestir demasiada amplitud e indefinición. Cabe aclarar, también, que 
la legislación comparada da ejemplos de otras definiciones más concretas. Esto puede traer dificultades de interpretación al 
momento de aplicar la ley. Sin embargo, aspiramos y pensamos que todos los Magistrados van a tener un criterio racional para 
hacerlo. De otro modo, los conceptos que se vierten quedarían demasiado amplios. 


Lógicamente, entendemos que el propósito del Legislador fue el de amparar a aquellas personas que integren o haya integrado un 
núcleo familiar con vínculos legítimos, naturales o simplemente de crianza, que mantengan o hayan mantenido una relación de 
carácter amoroso. Concretamente, el proyecto de ley dice: "tenga o haya tenido una relación afectiva, de parentesco o de 
cohabitación". En este caso, habría que determinar qué es relación afectiva, qué es cohabitación, y cuál es el tipo de parentesco. Si 
bien nos pareció que el concepto podría haber sido más claro, lo pasamos por alto. 


Comprendemos que se ha querido dar una respuesta ágil y efectiva para los casos de violencia doméstica. Nosotros asistimos a 
diario a este tipo de problema y sabemos que generalmente las víctimas tienen un periplo muy largo: van a las Seccionales 
Policiales, a los Juzgados Penales y de Familia, y no siempre obtienen una respuesta eficiente. 


Ello no implica desconocer que actualmente existen disposiciones que los Jueces aplican, tales como el incidente de abandono del 
hogar conyugal, las pensiones alimenticias provisorias, las guardas y tenencias provisorias que están reguladas específicamente y 
se llevan a cabo con todas las garantías del debido proceso. 


Pensamos que cualquier sistema que se implante debe tener una infraestructura adecuada, tanto humana como edilicia, porque si 
no es así, esta aspiración se va a frustrar. La persona debe tener un lugar al que concurrir, que esté abierto y donde haya una 
persona que lo pueda atender, y no hacer fila en la Defensoría. Precisamente ese es el tipo de problemas que se suscitan 
diariamente. Entonces, si no hay una cantidad de gente afectada al servicio, esto puede resultar muy frustrante para todos. 


Queremos agregar algunas estadísticas de la Fiscalía de Corte del trimestre agosto - octubre de 2001: en los Juzgados de Familia 
se citaron 2.950 audiencias y efectivamente se realizaron 2.899. La inserción de la competencia en turnos -cualquiera fuere la 
duración- que se superpone a esa actividad, podría poner en riesgo el funcionamiento correcto de los Juzgados de Familia y traer 
como consecuencia la suspensión de audiencias, el atraso y, en definitiva, la denegación de la justicia que estamos buscando. 


Siguiendo el orden del articulado, vamos a hacer algunas acotaciones específicas. Por ejemplo, el literal A) del artículo 3" dice: 
"Violencia física. Acción, omisión o patrón de conducta que dañe la integridad corporal de una persona". En aplicación de los 
principios generales, se sobreentiende que se tratará de una acción u omisión intencional, dolosa. En materia penal, se castiga el 
dolo, la culpa y la ultraintención, por lo que aquí debería hablarse de una acción u omisión dolosa. De todas formas, eso surge del 
espíritu de la ley. 


En los siguientes literales se da el patrón de la acción u omisión, ya sea que esté destinada a "perturbar, degradar o controlar" la 
conducta y el comportamiento, o que "imponga o induzca comportamientos". Pero cuando llegamos a la violencia patrimonial dice: 
"Toda acción u omisión que implique daño, pérdida, transformación, sustracción", etcétera -no sigo leyendo para no ser muy 
extensa- y pensamos que al final podría agregarse "destinada a coaccionar la autodeterminación de otra persona". De esta forma, 
deslindaríamos otras hipótesis fraudulentas en que el objetivo de la conducta no sea constreñir a la víctima. 


Puede entenderse que esto surge de la inteligencia contextual de los artículos 2? y 3%, pero dada la forma en que se estructuraron 
los tipos, en este caso no surge claramente la intención de la conducta ni se establece el requisito temporal, esto es, no se 
establece cuándo se produjo esa sustracción, esa pérdida o transformación. Esto hace posible que determinadas maniobras - 
destinadas, por ejemplo, a eludir acreedores- efectuadas durante la vigencia de la relación y conocidas por la víctima, resulten 
atrapadas por la figura. Esta es una simple sugerencia. 


En el artículo 5% se hace referencia al artículo 69 de la Ley N* 15.750, que refiere a los Juzgados Letrados de Familia con sede en 
Montevideo; no se menciona a los Juzgados con idéntica competencia en el interior del país. Para evitar confusiones, podría 
agregarse el artículo 71, que habla de la competencia de los Juzgados Letrados Departamentales o, simplemente, suprimirse la 
mención al artículo 69. 


Se observa que en el artículo 6% se establece genéricamente una competencia de urgencia para los Juzgados y Fiscalías con 
competencia en materia de Familia. No queda claro cuál es la diferencia entre una y otra hipótesis, ya que este proyecto de ley, en 
definitiva, sólo prevé un procedimiento de urgencia traducido en la adopción de medidas cautelares. 


También puede plantearse otro problema, que es trascendente. En materia de Familia rige actualmente la Acordada N* 6973, de 7 
de marzo de 1988, que dispone que en caso de que alguno de los Juzgados existentes ya hubiere intervenido en los asuntos 
relacionados con una familia, los nuevos asuntos que se planteen respecto a esa familia serán de conocimiento de la Sede que ya 
tuvo intervención; y no se resuelve aquí si la intervención de urgencia en asuntos de violencia doméstica implica prevención para 
los asuntos que luego se iniciaren, ni si habiendo ya procesos relativos a esa familia cuando se adopta una medida cautelar, deben 
remitirse las actuaciones a la Sede original o continuará entendiendo el Magistrado que actuó con competencia de urgencia. Esta 
cuestión puede solucionarse por vía de Acordada de la Suprema Corte de Justicia, aunque sería deseable que la misma ley 
indicara que la intervención por competencia de urgencia no implica prevención. En efecto, puede ocurrir que en un Juzgado con 
competencia de Familia se esté tramitando un incidente de abandono de hogar conyugal o una pensión alimenticia, y puede darse 
el caso de trámites paralelos en los que se llegue a pronunciamientos diversos. Sin embargo, no está establecido aquí qué solución 
va a prevalecer, si la del Juzgado que ya venía entendiendo, o la de la competencia de urgencia. La solución podría estar en 
establecer que, una vez adoptada la medida cautelar y efectuada la audiencia prevista en el artículo 12, los autos serán remitidos al 
Juzgado que venía conociendo en los procesos relativos a esa familia. 


En el artículo 8* está lo relacionado a la intervención del Ministerio Público y Fiscal. Al respecto, pensamos que la expresión "será 
puesta en conocimiento" ... "por cualquier vía idónea", puede ser sustituida por "será notificada", que parece más precisa, más 
técnica. 


Tenemos ahora el problema de que aquí se nos adjudica la condición de "protector oficial de las víctimas". Esa condición no está 
considerada en la Ley Orgánica del Ministerio Público. De ser incluida, debería ser explicitado con más detenimiento el alcance de 
la disposición y las facultades que se otorgarían a los Fiscales a través de ella. En efecto, el Decreto-Ley N* 15.365, en su artículo 
10.5, confiere a los Fiscales con competencia civil la calidad de protector oficial de menores incapaces. Esta disposición tiene su 
razón de ser en la calidad del protegido. Se sobreentiende que en el caso de una víctima mayor y capaz, el Ministerio Público no 
puede sustituir su voluntad a efectos del accionamiento. Por lo mismo, no habiéndose determinado claramente cuál es el rol del 
Ministerio Público en este tipo de procesos, se concluye que actúa como tercero. 


El carácter de su intervención ya surge de la Ley Orgánica, que establece en su acápite: "Corresponde al Ministerio Público en lo 
Civil: 1) Representar y defender la causa pública en todos los asuntos en que pueda estar interesada" y luego agrega: "3) Vigilar 
por la pronta y recta administración de justicia". Al referirse a la calidad de protector oficial de los menores incapaces y ausentes, el 
citado decreto-ley expresa: "incumbiéndole en ese concepto los deberes que la ley le señale". Estos deberes, en general, surgen de 
la ley sustantiva; concretamente, del Código Civil y del Código del Niño. Al otorgarse la condición de protector oficial de las 


víctimas, sería necesario delimitar específicamente sus derechos y sus obligaciones, ya que de lo contrario la expresión "deberes 
que la ley le señale" —que aquí se reitera- queda vacía de contenido. 


Por su parte, el artículo 9* otorga legitimación al denunciante diciendo: "Cualquier persona que tome conocimiento de un hecho de 
violencia doméstica, podrá dar noticia al Juez competente en la materia". Estimamos que en caso de que la víctima sea una 
persona mayor de edad y capaz, con carácter previo debería oírse a ésta, a fin de que articule su pretensión y ratifique o no los 
dichos del denunciante. Si se pretende tutelar el derecho de la víctima, debe ser ésta la que decida si quiere instaurar un proceso. 
Se trata de un proceso de índole civil y, por lo tanto, regido por el principio dispositivo, de forma que el Juez no puede sobrepasar la 
voluntad de las partes. 


Aclaro que en este punto hubo una discordia de un asociado, que entendió que lo que se pretendía en esta ley era proteger a la 
víctima de cualquier manera y que aun en el caso de que la mujer dijera que no quería que el marido se fuera de la casa, 
igualmente lo sacaran. Esa no fue la posición mayoritaria, y por eso recogimos lo que acabo de expresar, pero en realidad no 
sabemos cuál es el espíritu del proyecto. 


Con relación al artículo 11, numeral 5), que refiere a las armas, queremos señalar una cuestión de detalle, porque la expresión "que 
permanecerán en custodia en la Sede" parece impracticable. Entendemos que esto podría sustituirse por "permanecerán en 
custodia, de la forma que la Sede determine", con el mismo criterio que se sigue para las Sedes Penales. 


Hay que tener presente, además, que en virtud del párrafo final, que dice "Prohibir al agresor el uso o posesión de armas de fuego 
oficiándose a la autoridad competente a efectos de la inhabilitación correspondiente", se pueden revocar autorizaciones ya 
concedidas por la autoridad policial, de acuerdo con el Decreto N* 625 de 1970; modificar disposiciones allí contenidas, requiere de 
una reglamentación cuidadosa. Creo que esta parte no le corresponde a los Legisladores, sino a quien reglamente la mención 
concreta de los artículos modificados y su nuevo texto. 


En este artículo 11, el catálogo de medidas cautelares específicas no es taxativo, sino enunciativo. Se dice "las siguientes medidas 
u otra idónea", ni siquiera se expresa "análoga". Cabe señalar que esto deja una puerta abierta para cualquier tipo de medida y, por 
consiguiente, puede dar lugar a abusos. En este sentido, queremos mencionar una hipótesis frecuente que no fue contemplada. 
Nos referimos a los casos en que uno de los obligados a cumplir régimen de visitas, o bien se niega a entregar al menor sin motivo 
justificado, o bien lo retiene indebidamente. Este es un caso sumamente frecuente y la mayor parte de las veces ocurre en días 
inhábiles, fines de semana, Semana de Turismo, cuando el perjudicado no tiene a dónde acudir o no encuentra respuestas ágiles a 
su problema. En ocasiones se formulan denuncias policiales o al Juez Penal de Turno, generalmente sin resultados positivos. En 
casi todos los Turnos vemos un caso de estos: madres que no entregan al hijo, padres que se quedan con el hijo o viceversa. Esta 
cuestión podría quedar comprendida en el numeral 8), cuando expresa "resolver provisoriamente todo lo relativo" ... "a la guarda, 
tenencia y visitas", pero en el caso se trata de un régimen de visita ya fijado por otra Sede, que no se cumple. Por eso, el tema 
plantea cierta especificidad, y hubiera ameritado un numeral aparte. 


Con respecto al artículo 13, no nos resultan claras cuáles serían las hipótesis en las que no regirá el requisito temporal del artículo 
311.2 del Código General del Proceso, que es la vigencia de la medida. A nuestro entender, debería eliminarse la primera parte de 
esta disposición, ya que hay medidas que son autosatisfactivas, como por ejemplo el abandono del hogar o el retiro de las armas, 
que se imponen al amparo de la legislación vigente y que, por lo tanto, no necesitan esa especificación. Para las demás, la no 
fijación de plazo podría aparejar una prolongación "sine die" de medidas que son esencialmente provisorias, no sujetas a proceso 
posterior, con riesgo de afectar las garantías del debido proceso. Por ejemplo, al disponer la asistencia obligatoria del agresor a 
programas de rehabilitación, no se contemplan garantías que están dadas en la Ley del Psicópata; pienso que habría que poner un 
plazo o, por lo menos, un plazo con evaluación. 


En el artículo 14, inciso segundo, se modificaría la normativa del Código General del Proceso. La ley se remite, en cuanto a los 
procedimientos, a los artículos 313, 314 y 315 del Código General del Proceso. Precisamente, el artículo 315 del citado Cuerpo 
normativo prevé que las medidas cautelares se tomen sin conocimiento ni intervención de la contraparte, por lo que no se 
justificaría esta mención a los casos en que la medida se haya adoptado sin audiencia del agresor. Pensamos que si en el régimen 
del proyecto se prevé la audiencia del denunciado, debió decirse expresamente que las medidas cautelares en el Código General 
del Proceso son estrictamente económicas -me refiero a las correspondientes a las de los artículos 313, 314 y 315- y pueden ser 
adoptadas precisamente en este régimen, pero a ellas se suman medidas específicas que nada tienen en común. 


Si bien las medidas económicas pueden y deben ser reservadas, el hecho de tomar las medidas de protección descritas sin 
audiencia del agresor —artículo 14- puede ser una fuente grave de conflictos. Tampoco parece razonable modificar la norma general 
del artículo 315.3 del Código General del Proceso que prevé los recursos de reposición y apelación contra la providencia que 
admita o deniegue la medida cautelar sustituyéndola por la sustanciación por el procedimiento incidental. Consideramos que el 
Juez de Primera Instancia que admita o deniegue una medida cautelar, raramente modificará su posición siendo más beneficioso 
para los justiciables la revisión de la medida por un Tribunal de Apelaciones. 


En el primer apartado del artículo 16 —tal vez, esta sea una cuestión de transcripción- se menciona la referencia al artículo 12 y 
debe entenderse hecha al artículo 11, y en el segundo apartado dice que la referencia al artículo 11 correspondería al artículo 12. 
Podría agregarse, en el objeto de la pericia, evaluar las posibilidades de reconstituir el vínculo familiar, la reinserción y la 
rehabilitación del agresor además de dotarla de un contenido positivo. Se tiene presente la experiencia diaria en donde la víctima 
de la agresión y sus hijos menores vuelven muy pronto a convivir con el agresor, lo cual vemos todos los días. 


Consideramos que el término de diez días del que disponen los peritos lleva implícito la estructuración del equipo técnico a sus 
solos efectos y su inquietud surgiría de los artículos 17 y 18 ya que, actualmente, en casos urgentes los informes se practican 
aproximadamente en un mes, con urgencia. De otro modo, la convocatoria a audiencia en ese plazo se transformaría en letra 
muerta por carencia de los elementos necesarios. 


El artículo 22 podría, eventualmente, plantear la hipótesis de duplicación de medidas o de sanciones, ya que el literal b) del artículo 
73 del Código Penal faculta al Juez, en caso de procesamiento sin prisión, a imponer al encausado la prohibición de domiciliarse en 
determinado lugar o de concurrir a determinados sitios, similares a las previstas en el artículo 11, numerales 1) y 3), a vía de 
ejemplo. Lo mismo sucede al conceder la excarcelación provisional. Por lo general, las medidas sustitutivas que se adoptan en 


casos de violencia intrafamiliar son, precisamente, las de prohibir al procesado acercarse a la víctima o volver al hogar conyugal. 
Esto es lo que habitualmente hacen los Jueces Penales. 


Asimismo, debe considerarse que el inciso final del artículo 73 del Código del Proceso Penal dispone que la violación de los 
deberes impuestos de acuerdo con las disposiciones de ese artículo, podrán ser causa suficiente para decretar la prisión preventiva 
del imputado. El artículo 139 del mismo Código, en su redacción actual, establece que en caso de haberse otorgado la 
excarcelación provisional, ésta podrá ser revocada por violación de los deberes impuestos. Sería preciso una coordinación ajustada 
entre el Juez Penal y el Juez de Familia para delimitar el alcance de las medidas impuestas en cada Sede, teniendo presente la 
disposición del artículo 12 del proyecto de ley que faculta a imponer otras sanciones. Quiere decir que el sujeto puede ser 
sancionado dos veces: en Sede Civil y en Sede Penal. Además, se estima que la comunicación hecha por el Juez Penal, previa la 
efectivización de la excarcelación provisional o la salida transitoria al Juzgado competente en materia de violencia doméstica, 
podría ocasionar un retardo relevante en la liberación del encausado que debe ser cumplida de inmediato, de acuerdo con la ley, 
así como la posible frustración de una salida transitoria de carácter urgente y necesaria. 


Por otra parte, se agrega la puesta en conocimiento de la víctima en su domicilio real y de su letrado en el domicilio constituido. El 
domicilio real de la víctima puede surgir del expediente penal, aunque tal vez no sea el actual, pero no se comprende de dónde 
puede extraer el Juez Penal el domicilio constituido por el abogado en otra Sede, a menos que se imponga al Juzgado de Familia la 
obligación de comunicarlo o de mantenerlo actualizado. Además, se pone de cargo del Juez Penal la calibración de la forma que 
entienda más eficaz para obtener la finalidad de protección perseguida por esta ley, cuestión que requeriría otras especificaciones 
técnicas. Esta objeción me la han hecho varios Jueces Penales. 


Generalmente, en el artículo 25, que nos compete porque está dentro de nuestra órbita, se comete a la Unidad de Fortalecimiento 
Institucional del Ministerio Público y Fiscal el seguimiento de los casos a efectos de garantizar el derecho de las víctimas a gozar de 
una vida libre de violencia y a que se respeten y protejan sus derechos humanos. En consulta que he realizado con la Unidad de 
Fortalecimiento Institucional, se me indicó que dicho seguimiento sólo implicaría la registración de casos con fines estadísticos para 
articular políticas de prevención, pero el texto del artículo no se condice con ese propósito y me parece que el artículo no dice eso. 
Nos parece que podrían readecuarse y establecerse claramente en la ley o en su reglamentación, qué datos serán reincorporados 
y quiénes tendrán acceso a ellos, de forma de no violentar el derecho a la intimidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos recibido un informe muy exhaustivo, con la ventaja de que se ha invocado la opinión de los 
Fiscales en general, haciendo constar cuando ha habido alguna diferencia interna de opinión, lo cual para nosotros facilita mucho el 
trabajo. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- De pronto, la pregunta que voy a formular no está tan relacionada con el tema en cuestión pero me 
gustaría saber qué alcance tiene la Unidad de Fortalecimiento Institucional del Ministerio Público y Fiscal, y cuál es su origen. Si el 
proyecto de ley que viene de la Cámara de Representantes propone tantas posibilidades de acción a la mencionada Unidad, podría 
ser de interés conocerla más profundamente. Reitero que este no es un tema directamente vinculado a lo que oímos en la tarde de 
hoy, pero aprovechamos su visita para formularles nuestra inquietud. 


SEÑORA GUIANZE.- Dicha Unidad fue creada por el Decreto 240/9909. 


SEÑORA CARRASCO.- Quiero decir que la inquietud que tiene el señor Senador García Costa también la tuvimos nosotros, 
porque se trata de una unidad interna que, hasta ahora, ha cumplido funciones de informar acerca de cursos, congresos, etcétera. 
Asimismo, quiero destacar que hablé acerca del tema con una persona y le manifesté que consideraba que no había infraestructura 
suficiente como para cumplir la función que se le asignaba a esta Unidad. Se trata de un organismo dentro del Ministerio Público, 
en la órbita de la Fiscalía de Corte. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Por lo que han dicho, entonces, esta Unidad que ha sido creada a través de un decreto, ahora se le 
daría relevancia legal. 


SEÑORA CARRASCO.- Entendemos que, en general, se ha recogido entre todos los colegas la opinión de que esas funciones 
excederían la órbita de esa sección del Ministerio Público. Sin embargo, no sabemos por qué lo pusieron. 


SEÑORA GUIANZE.- Actualmente, dicha Unidad nos proporciona material de estudio porque tienen biblioteca, se ocupan de 
cursos, seminarios, etcétera. Por otra parte, reciben los datos del Centro de Apoyo y elaboran estadísticas. Por ejemplo, en 
Derecho Penal, nos aportan estadísticas sobre los delitos, sobre los presos sin condena, sobre los hurtos, procesamientos, 
clausuras, presumarios, etcétera. Nos envían mes a mes esas estadísticas. 


Personalmente me he acercado a la Unidad de Fortalecimiento Institucional porque no veía de qué manera podían hacer los 
seguimientos -da la impresión de que dichos seguimientos se deben hacer, por ejemplo, con asistentes sociales y otro personal que 
ellos no poseen- y me contestaron que su cometido era elaborar una base de datos para usarlos con fines estadísticos a efectos de 
valorar qué resultados venía cumpliendo la ley. Sin embargo, el artículo no dice eso. Por lo menos, entiendo que dice otra cosa. 


SEÑORA CARRASCO.- Se nos presentó justamente el problema de saber, institucionalmente, qué órgano es. Aquí aparece como 
un órgano y, sin embargo, surge de un decreto que puede ser modificado. Es más, integra el Ministerio Público, pero no cuenta con 
la infraestructura suficiente. 


Consulté directamente cómo iba a hacer para lograr ese seguimiento a nivel nacional un organismo que tiene dos o tres personas, 
a lo que me contestaron que de la parte presupuestal no se habían preocupado. Lo cierto es que no sé a quién se le ocurrió que 
interviniera la Unidad de Fortalecimiento Institucional. Consideramos que no tiene nada que ver con este tema porque, además, 
hay funciones que las puede cumplir el DAS y el Instituto Técnico Forense. Además, el Ministerio Público quedaría siguiendo las 
resoluciones de los Jueces, con lo que estaríamos extralimitándonos en otro Poder del Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos nuevamente la presencia de la Asociación de Magistrados del Ministerio Público y Fiscal del 
Uruguay así como la información que nos han brindado. 


Se suspende la toma de la versión taquigráfica. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 11 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


